
pluralidad de territorios y cuya acumulación genera no pocas sospechas de que pueden adoptarse añadidas 
decisiones de seguridad sanitaria que reproduzcan medidas adoptadas en los momentos más críticos 
cuando se decretó el estado de alarma.

Por ello, sin alcanzar la formalidad de dirigir un pronunciamiento como Resolución según el artículo 29 
de la Ley 1/1983, del Defensor del Pueblo Andaluz, hemos dirigido a la Consejería responsable en materia 
de Justicia un replanteamiento anticipado frente a estas medidas de cierre, a fin de que queden mejor 
garantizadas las funciones de los PEF ante situaciones futuras que implicasen suspensiones de estos 
servicios complementarios o auxiliares de la Administración de Justicia.

Para concluir, citamos la actuación realizada por la Defensoría para ante las dificultades que encuentra el 
alumnado trans para incorporar su identidad en los registros y datos del sistema educativo.

El Protocolo de actuación sobre identidad de genero en el sistema educativo andaluz (Orden de 28 de 
abril de 2015) contempla la adecuación de la documentación administrativa del centro docente listas de 
clase, boletín informativo de calificaciones, carnet de estudiante, etc.), a fin de tener en consideración el 
nombre y el género con el que se siente identificado el alumno o la alumna, todo ello sin perjuicio de que 
en el expediente oficial del alumno o la alumna, y hasta que legalmente proceda, se mantengan los datos 
de identidad registrales a efectos oficiales.

Según lo establecido en el referido Protocolo, los centros docentes andaluces deben incluir los cambios 
oportunos en la documentación administrativa del centro (listas de clase, boletín informativo de 
calificaciones, carnet de estudiante, etc.), a fin de tener en consideración el nombre y el género con el que 
se siente identificado el alumno o la alumna en función de su identidad de género.

Para facilitar el cambio del nombre y el sexo del alumnado en la documentación del centro de acuerdo 
con lo establecido en el Protocolo de actuación sobre identidad de género evitando posibles descuidos 
puntuales se ve aconsejable poder realizar el cambio de los datos del alumnado directamente en el 
Sistema de información Séneca que es la herramienta utilizada para la gestión de la información en los 
centros docentes andaluces. No obstante, se han generado dudas sobre la forma adecuada de realizar esa 
modificación de datos en Séneca en quienes tienen la responsabilidad de efectuados ya que ese cambio no 
está expresamente contemplado en la actual normativa, surgiendo asimismo dudas en relación con la forma 
de asegurar la custodia y la utilización de los datos registrales del alumnado de cara a la cumplimentación 
de la documentación oficial del centro que no debería verse afectada por ese cambio.

Por ello, la Administración educativa consideró conveniente Implementar en Séneca un procedimiento 
específico para realizar los cambios necesarios en la ficha del alumnado a fin de que en la documentación de 
uso común en el centro aparezcan los cambios solicitados, de acuerdo con lo establecido en el Protocolo de 
identidad de género, preservando, al mismo tiempo, los datos originales para que puedan ser utilizados al 
generar la documentación oficial de uso externo al centro en tanto no se haya producido el cambio registral 
de los datos del alumnado, cuidando en todo momento la confidencialidad de los datos almacenados.

A pesar de ello, recibimos quejas señalando que determinados centros escolares no estarían utilizando 
dicha funcionalidad, por lo que se habrían dado situaciones como la publicación de listados, lectura pública 
de los nombres del alumnado por el profesorado al inicio de clase, o impresión de las calificaciones con el 
nombre registral, que provocan unos daños irreversibles en el alumnado trans: desde el inicio del curso se 
le identifica por su nombre registral.

Tras nuestra intervención obtuvimos el compromiso de la Consejería de Educación y Deporte de 
implementar en sistema Séneca los cambios oportunos y en breve sería posible de modificar los datos del 
alumnado de forma segura y de acuerdo con lo contemplado en el Protocolo de actuación sobre identidad 
de género en el Sistema educativo andaluz (queja 20/4424).

1.6.2.7. Violencia de Género
Desgraciadamente, al menos 45 mujeres han perdido la vida a manos de sus parejas o exparejas en 2020. 

Según los datos publicados por la Delegación del Gobierno para la violencia de género, en 2020, la mayoría 
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de las víctimas mortales tenía entre 41 y 50 años, y también sus presuntos agresores. La mayoría de las 
mujeres asesinadas eran españolas (60%) frente a las de nacionalidad extranjera (40%), y también la mayoría 
(el 77,8%) convivían con su presunto agresor. Respecto a los 45 presuntos agresores, la mayoría (el 66,7%) 
eran españoles. Tras cometer el crimen, 10 se suicidaron y 7 lo intentaron sin éxito.

De las víctimas, 7 habían interpuesto denuncia previa y 38 no. En 5 casos se solicitaron y adoptaron 
medidas de las que 2 estaban vigentes en el momento de los hechos y en 2 se produjo quebrantamiento 
de las mismas por el presunto agresor y 3 no estaban vigentes.

Por comunidades autónomas, 3 comunidades concentran un alto número de los asesinatos de mujeres 
a manos de sus parejas o exparejas con respecto al resto en 2020 : Andalucía (9 casos), Cataluña (8), 
Comunidad Valenciana (5) y Castilla-La Mancha (4). Les siguen Baleares, Canarias, Galicia y Madrid con 3 
casos; Asturias y Murcia con 2; y Castilla-León, Cantabria y País Vasco con 1 caso.

Además, la violencia de género ha dejado un total de 26 huérfanos en 2020.

Como ya decíamos en la introducción, es fácil suponer que el obligado confinamiento de mujeres, niños y 
niñas, víctimas de violencia de género ha agravado estas situaciones al haberse visto obligadas a convivir en 
el mismo domicilio con el maltratador, así lo corroboran los datos estadísticos ofrecidos por Gobierno y el 
Instituto Andaluz de la Mujer y de ahí las medidas extraordinarias adoptadas por la administración central 
y autonómica declarando los servicios que se prestan a estas víctimas como esenciales.

Estas situaciones no han sido tampoco ajenas a esta Defensoría, si bien hemos de aclarar que no han sido 
mujeres residentes en nuestra comunidad autónoma las que se han dirigido a nosotros en demanda de ayuda 
sino en otras zonas de la geografía española, lo que nos ha obligado a su remisión urgente al Defensor del 
Pueblo de las Cortes Generales.

Tal es el caso de la queja 20/2885, en la que textualmente una mujer, desde la provincia de Toledo nos 
decía, “vivo con mi maltratador todo el confinamiento en una casa de 80m, se le condenó con una multa 
por falta leve, un juicio increíble, en el que no se me concedió la orden de alejamiento. La demanda de 
divorcio está interpuesta pero tardará en salir y mientras tanto y dado que el maltrato es psicológico, no 
tengo sangre para que me puedan hacer caso. Como puedo salir de aquí...”

Por otra parte, en 2020 han sido 9 las víctimas mortales por violencia de género en Andalucía, al parecer 
la mayoría de ellas no habían interpuesto denuncias previas ni habían acudido a los servicios de protección 
integral del Instituto Andaluz de la Mujer (IAM). A este respecto, nos alegramos de que se haya producido 
un incremento de la implicación de la ciudadanía en la lucha contra la violencia de género, pues según los 
datos suministrados por el IAM, han crecido las consultas realizadas por allegados, familiares y vecinos 
de las víctimas.

Finalmente no podemos concluir este apartado sin hacer hincapié una vez más en que ser víctima de 
violencia de género y además sin recursos económicos agrava aún más las posibilidades de estas mujeres 
de poder salir adelante por sus propios medios y poder llevar una vida independiente, por lo que acceder 
a las ayudas y recursos públicos previstos para ellas en la normativa estatal y autonómica se hace vital e 
imprescindible.

Tal es el caso de la queja 20/1720 y queja 20/2395, en las que se ha planteado la cuestión relativa a 
la acreditación de la condición de víctima de violencia de género, para poder acceder a la Renta Activa 
de Inserción, ayuda económica por máximo de tres años que concede el Servicio Público de Empleo 
Estatal. Esta problemática con nuestras consideraciones la hemos remitido al Defensor del Pueblo de las 
Cortes Generales por cuanto que la cuestión que subyace afecta a desarrollos normativos para los que es 
competente el Ministerio de Igualdad, sin perjuicio de que sigamos adelante con nuestras actuaciones en 
lo que atañe a las competencias de la administración andaluza en cuanto a la acreditación de la condición 
de víctima de violencia de género.

También hemos de citar la queja 20/0774 promovida por la representación de un grupo de asociaciones 
de mujeres de Rota, a través de la cual nos exponían que cumpliendo los requisitos según Orden de 
convocatoria para solicitar subvenciones en régimen de concurrencia competitiva del lnstituto Andaluz 
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de la Mujer, habían sido rechazadas en la última resolución definitiva a pesar de que en primera instancia 
se les aprobó aceptando las asociaciones una subvención menor, por lo que tuvieron que reformular las 
solicitudes. Añadían que por tal motivo, se sentían engañadas.

Solicitado informe, por el IAM se nos dice, en resumen, que se resolvieron los recursos de reposición 
desestimando los mismos, fundamentalmente debido a que la Intervención Delegada en el IAM emitió 
informe de fiscalización de disconformidad sobre la propuesta definitiva de resolución en base a una serie 
de consideraciones, entre las que se encuentra el que en las bases reguladoras que contienen la línea 
de subvención objeto de recurso no se contemplaba la posibilidad de prorrateo y que aunque el órgano 
gestor había efectuado una valoración individual de cada una de las solicitudes de subvención y se había 
procedido a una jerarquización de éstas conforme a la puntuación obtenida por cada una de ellas, se había 
observado que se había incurrido en prorrateo del importe global máximo entre las entidades beneficiarias, 
contraviniendo así lo dispuesto en el art. 22.1 in fine de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

En definitiva, lo cierto es que en la tramitación inicial se produjo prorrateo, sin estar previsto en las Bases 
reguladoras de la subvención y la utilización de esa figura debería haber sido contemplada y justificada en 
las mismas. En base a ello, estamos ultimando Resolución al Instituto Andaluz de la Mujer.

1.6.2.8. Vivienda
Un buen número de las quejas que en materia de vivienda se presentan anualmente ante esta Defensoría, 

como venimos insistiendo año tras año en esta Memoria Anual, se basan en la necesidad de acceder a 
este bien básico por parte de muchas familias andaluzas que acuden a nosotros en demanda de ayuda 
para poder satisfacer este derecho al no poder satisfacerlo por sus propios medios en el mercado libre, 
fundamentalmente, por carecer de recursos económicos suficientes para ello, por lo que necesitan la ayuda 
de la administración.
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